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madre asumió la problemática que le afectaba se produjo un cambio en su actitud y finalmente aceptó 
someterse a la intervención del Equipo de Tratamiento Familiar, que desde entonces le proporcionó 
ayuda y asesoramiento para solventar su problema, lo cual nos permitió considerar garantizados los 
derechos y bienestar de la menor con la intervención social desarrollada por la administración local.

b) Supervisión de las actuaciones de los Servicios Sociales Comunitarios

Tal como antes hemos indicado, además de activar la actuación de las administraciones públicas 
competentes en ejercicio de nuestros cometidos como, también damos trámite a las quejas que 
recibimos en disconformidad con la intervención de los servicios sociales de la localidad en prevención 
de situaciones de riesgo de menores de edad, o con la intervención realizada para solventar las 
deficiencias detectadas.

La mayoría de estas quejas suelen ser presentadas por personas que tienen relación estrecha con 
algún menor, que tienen conocimiento de la intervención que vienen realizando los servicios sociales 
de su localidad para solventar su situación de riesgo y que la consideran insuficiente, o no congruente 
con la gravedad de la situación que en apariencia se produce. Tal es el caso que se expone en la queja 
20/7844 en la que el padre de una menor denuncia la tibia intervención de los servicios sociales 
ante sus denuncias del trato inadecuado que la madre proporciona a su hija. También en la queja 
20/0543 el interesado se muestra disconforme con los servicios sociales de su localidad porque su 
intervención con la madre de su hija no ha sido lo suficientemente contundente ante su problema de 
alcoholismo. En esta queja el criterio de los servicios sociales municipales fue procurar preservar la 
relación entre madre e hija, proporcionando a la madre ayuda para solventar su problema personal 
y efectuando un seguimiento de su evolución pero sin llegar a requerir la intervención del Ente 
Público para la adopción de medidas más contundentes. 

Otro caso similar se plantea en la queja 20/1398 en el que la abuela de una menor se lamenta de la, 
a su juicio, deficiente intervención de los servicios sociales para resolver la situación de riesgo de su 
nieta, ello a pesar de haberle sido derivado el caso por la Fiscalía. En el curso de nuestra intervención 
en esta queja pudimos comprobar las diferentes intervenciones realizadas por los servicios sociales 
municipales con la familia, concluyendo la inexistencia de indicios compatibles con la situación de 
riesgo denunciada.

Los servicios sociales municipales pudieron acreditar que la vivienda familiar se encontraba en buen 
estado, con higiene adecuada y contando con suministro de agua y electricidad, sin que existieran 
datos contrastados de las acusaciones de la abuela sobre los antecedentes y estilo de vida inadecuado 
de su hija.

Por el contrario los servicios sociales municipales sí apreciaron factores de protección tales como 
la fuerte vinculación afectiva entre madre e hija, la existencia de redes de apoyo familiar por línea 
paterna y la integración en la vida del municipio tanto de la menor como de la madre. Constataron 
que la madre disponía de ingresos económicos suficientes y la asunción de la necesidad de mantener 
una actitud positiva y activa para resolver las deficiencias relatadas en el informe de la Fiscalía.

En cualquier caso, los servicios sociales municipales nos anunciaron que proseguirían con un 
seguimiento periódico a la unidad de convivencia, para que, en el caso de que se detectase algún 
factor de riesgo, actuar en consecuencia.

Otra vertiente de las quejas en disconformidad con la actuación de los servicios sociales municipales 
en relación con su intervención ante situaciones de riesgo de menores de edad guarda relación con 
la inevitable intromisión en la vida privada familiar que conlleva la investigación y seguimiento de los 
indicios detectados. Y es que, por mucho tacto y prudencia con que los servicios sociales realicen 
su función, no resulta agradable para ninguna familia sentirse señalada y sometida a control, 
y es por ello que no faltan ocasiones en que las personas afectadas se dirijan al Defensor en 
disconformidad con tales actuaciones, tal como en la queja 20/6249 en la que la persona afectada 
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se lamentaba de que su familia hubiera sido investigada por los servicios sociales de su localidad a 
raíz de una denuncia anónima sobre posible desatención a los hijos.

Al dar trámite a la queja comunicamos al interesado que, aun lamentando los perjuicios que dicha 
investigación le hubiera podido ocasionar, se trata de una actuación necesaria para la prevención 
de situaciones de riesgo, desprotección y/o maltrato infantil, siendo así que en ningún caso debía 
sentirse estigmatizado por dicha actuación, más al contrario, las conclusiones obtenidas por los 
servicios sociales servirían para refrendar la correcta relación y cuidados que viene proporcionando 
a sus hijos.

c) Infancia y adolescencia migrante

En el ejercicio de nuestros cometidos como Defensor del Pueblo Andaluz, venimos desarrollando 
actuaciones en relación con el colectivo de menores extranjeros que se encuentran en Andalucía no 
acompañados de persona adulta que vele por ellos, quienes son merecedores de especial protección 
por su triple condición de menores, extranjeros y en situación de desamparo. A tales efectos el Ente 
Público viene atendiendo a estos menores con los recursos que dispone en su red de centros de 
protección, a los que se tuvieron que unir otros tantos recursos residenciales habilitados de forma 
urgente por la Comunidad Autónoma para atender a la creciente afluencia de menores inmigrantes 
procedentes de países del Magreb y subsaharianos. 

A este respecto hemos de recordar que el artículo 172 del Código Civil, el artículo 14 de la Ley 
Orgánica de Protección Jurídica del Menor y el artículo 35 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, 
sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, obligan a la Junta 
de Andalucía, como entidad pública competente en materia de protección de menores, a asumir 
la responsabilidad de atender a todos los menores extranjeros no acompañados que se localicen 
en territorio andaluz, prestándoles la debida atención a sus necesidades básicas de alojamiento, 
alimentación, educación e integración social. 

Uno de estos centros residenciales de protección de menores, especializado en programas de 
inserción sociolaboral para menores extranjeros sin referentes familiares, es el que se encuentra 
ubicado en el barrio de La Macarena (Sevilla), gestionado por la entidad Samu, tras recibir la pertinente 
subvención de la Junta de Andalucía conforme a la Orden de la Consejería de Igualdad, Políticas 
Sociales y Conciliación, 25 de febrero de 2019, por la que se aprueban las bases reguladoras para 
la concesión de subvenciones destinadas a programas para la atención, acogida e inserción social y 
laboral de menores extranjeros no acompañados en régimen de concurrencia no competitiva.

Cuando ese centro llevaba poco tiempo de funcionamiento se produjeron incidentes xenófobos, 
protagonizados por algunos vecinos que se manifestaron a las puertas del centro en rechazo a 
la instalación en su barrio de dicho centro para menores extranjeros no acompañados, todo ello 
argumentando un incremento de la sensación de inseguridad. Para evitar este rechazo vecinal esta 
Defensoría visitó las instalaciones del centro en junio de 2019, reuniéndose también con colectivos 
vecinales. El 17 de septiembre de ese mismo año se produjo una visita a las instalaciones del centro 
de todos los diputados y diputadas de la Comisión sobre Políticas de Protección de la Infancia del 
Parlamento andaluz, acompañados de la Consejera de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación y del 
Defensor del Pueblo Andaluz, en la que pudieron comprobar la importante labor social que realiza y 
la situación de normalidad en la convivencia de los menores allí alojados.

No obstante lo anterior, con ocasión de las últimas elecciones generales, uno de los partidos políticos 
concurrentes realizó un acto de campaña a las puertas de dicho centro, con mensajes de rechazo al 
colectivo de menores inmigrantes, que propició la apertura de diligencias por parte de la Fiscalía y 
también un comunicado público de rechazo por parte de esta Defensoría. 

Así las cosas, pasados unos meses desde la fecha de la última visita al centro, estimamos oportuno 
iniciar, de oficio, (Queja 20/1291) para evaluar la atención dispensada a los menores en dicho 
recurso, y también el grado de repercusión en el funcionamiento del centro del aludido acto electoral 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-del-menor-de-andalucia-hace-un-llamamiento-para-evitar-la-criminalizacion-de
http://defensordelmenordeandalucia.es/actuamos-de-oficio-por-las-repercusiones-ante-un-centro-para-menores-extranjeros-no-acompanados-en
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